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1. LA VINCULACIÓN EN EL ÁMBITO MERCANTIL Y CONTABLE 

Nuestro Derecho Contable acogió su última modificación sustancial a través de 
la la Ley 16/2007, de 4 de julio, de reforma y adaptación de la legislación 
mercantil en materia contable para su armonización internacional con base en 
la normativa de la Unión Europea. Esta ley introdujo modificaciones de 
indudable calado como la supresión del carácter preferente del principio de 
prudencia y conectado con ello la necesaria valoración a valor razonable de 
múltiples partidas, en muchas ocasiones aquellas que tienen que ver con 
operaciones entre empresas del grupo, fondo de comercio adquirido y 
combinaciones de negocios. Incluyendo la obligación de los empresarios 
sujetos a llevanza de contabilidad conforme al Código de Comercio (en 
adelante CCom) de presentar cierta información sobre las transacciones con 
partes vinculadas en la Memoria de las Cuentas Anuales. También cambia la 
definición de grupo de sociedades, a los efectos de la obligación de presentar 
cuentas consolidadas, en el artículo 42 del Código de Comercio (CCom). 
Posteriormente se han aprobado otras modificaciones con rango legal, la más 
importante la preparación del Estado de Información no Financiera (EINF), 
mediante la Ley 11/2018, de 28 de diciembre, por la que se modifica el Código 
de Comercio, el texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, y la Ley 22/2015, de 20 de 
julio, de Auditoría de Cuentas, en materia de información no financiera y 
diversidad. 

La Nota 23 del Modelo de Memoria incorporado en la Tercera Parte del Plan 
General de Contabilidad (PGC), aprobado por el Real Decreto 1514/2007, de 
16 de noviembre, recogía la obligación de proporcionar cierta información sobre 
las transacciones con partes vinculadas, clasificadas por tipo de vinculación y 
tipo de transacción. Del mismo modo se recoge en la Nota 12 del Modelo de 
Memoria aplicable a las Pequeñas y Medianas Empresas (PYME). Por su 
parte, el art. 48.10 del CCom recoge esa misma obligación para la Memoria de 
las Cuentas Anuales Consolidadas, en relación con las transacciones 
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significativas, distintas de las intragrupo, realizadas por las empresas del grupo 
con terceros vinculados. Finalmente, cabe destacar que a través del Real 
Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre se aprueban las denominadas 
Normas para la Formulación de Cuentas Anuales Consolidadas (“NOFCAC”). 
La nota 28 del modelo de Memoria Consolidada, que se contiene en el Anexo 
de las NOFCAC, recoge el contenido regulado en el citado art. 48.10 del 
CCom. El modelo de presentación de las mencionadas cuentas consolidadas 
fue aprobado a través de la Orden Ministerial 1698/2011 del Ministerio de 
Justicia, de 13 de junio. 

Con lo anterior, la normativa contable española recoge sustancialmente el 
contenido de la Norma Internacional de Contabilidad (en adelante NIC) nº 24, 
sobre información a revelar sobre partes vinculadas1, que será de aplicación 
directa a los grupos consolidados que deban formular cuentas conforme a las 
Normas Internacionales de Información Financiera (en adelante NIIF), 
adoptadas por la Unión Europea (UE) (NIIF-UE), que solo aplica, en términos 
generales, a los grupos que cotizan en Bolsa o son emisores de instrumentos 
financieros. 

La vinculación mercantil viene recogida en la Norma de Elaboración de las 
Cuentas Anuales (en adelante NECA) nº 15 del PGC, mediante una definición 
general, por la cual se consideran partes vinculadas “cuando una de ellas o un 
conjunto que actúa en concierto, ejerce o tiene la posibilidad de ejercer directa 
o indirectamente o en virtud de pactos o acuerdos entre accionistas o 
partícipes, el control sobre otra o una influencia significativa en la toma de 
decisiones financieras y de explotación de la otra”. 

Dicha definición general se concreta en una presunción de vinculación iuris et 
de iure, que considera partes vinculadas en todo caso a: 

a) Las empresas del grupo, asociadas o multigrupo, en el sentido de la 
normativa contable. Se exceptúan de esta obligación las empresas 
controladas o influidas por Administraciones Públicas cuando realicen 
operaciones entre sí en condiciones de mercado o condiciones impuestas 
por la normativa específica. 

b) Las personas físicas que posean directa o indirectamente alguna 
participación en los derechos de voto de la empresa, o en la entidad 
dominante de la misma, de manera que les permita ejercer sobre una u 
otra una influencia significativa. Quedan también incluidos los familiares 
próximos de las citadas personas físicas. 

c) El personal clave de la compañía o de su dominante, entendiendo por tal 
las personas físicas con autoridad y responsabilidad sobre la planificación, 
dirección y control de las actividades de la empresa, ya sea directa o 
indirectamente, entre las que se incluyen los administradores y los 
directivos. Quedan también incluidos los familiares próximos de las citadas 
personas físicas. 

d) Las empresas sobre las que cualquiera de las personas mencionadas en 
las letras b) y c) pueda ejercer una influencia significativa. 

 
1 Ultima revisión de noviembre de 2023. 
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e) Las empresas que compartan algún consejero o directivo con la empresa, 
salvo que éste no ejerza una influencia significativa en las políticas 
financiera y de explotación de ambas. 

f) Las personas que tengan la consideración de familiares próximos del 
representante del administrador de la empresa, cuando el mismo sea 
persona jurídica. 

g) Los planes de pensiones para los empleados de la propia empresa o de 
alguna otra que sea parte vinculada de ésta. 

En relación con el concepto de “familiares próximos”, el mismo se define de 
forma genérica como “que podrían ejercer influencia en, o ser influidos por, esa 
persona en sus decisiones relacionadas con la empresa”, para inmediatamente 
concretarse, de forma no exhaustiva, en los siguientes supuestos: 

a) El cónyuge o persona con análoga relación de afectividad; 

b) Los ascendientes, descendientes y hermanos y los respectivos cónyuges o 
personas con análoga relación de afectividad; 

c) Los ascendientes, descendientes y hermanos del cónyuge o persona con 
análoga relación de afectividad; y 

d) Las personas a su cargo o a cargo del cónyuge o persona con análoga 
relación de afectividad. 

Las definiciones de empresas del grupo, asociadas y multigrupo, a efectos de 
presentación de las Cuentas Anuales individuales derivadas del PGC –y su 
consideración como parte vinculada–, se recogen en la NECA nº 13. 

Por remisión, el art. 42 del CCom considera empresas del grupo a aquellas 
dependientes sobre las que la sociedad dominante ostente o pueda ostentar, 
directa o indirectamente, el control en alguna de las siguientes situaciones: 

a) Posea la mayoría de los derechos de voto. 

b) Tenga la facultad de nombrar o destituir a la mayoría de los miembros del 
órgano de administración. 

c) Pueda disponer, en virtud de acuerdos celebrados con terceros, de la 
mayoría de los derechos de voto. 

d) Haya designado con sus votos a la mayoría de los miembros del órgano de 
administración, que desempeñen su cargo en el momento en que deban 
formularse las cuentas consolidadas y durante los dos ejercicios 
inmediatamente anteriores. En particular, se presumirá esta circunstancia 
cuando la mayoría de los miembros del órgano de administración de la 
sociedad dominada sean miembros del órgano de administración o altos 
directivos de la sociedad dominante o de otra dominada por ésta. Este 
supuesto no dará lugar a la consolidación si la sociedad cuyos 
administradores han sido nombrados está vinculada a otra en alguno de los 
casos previstos en las dos primeras letras de este apartado. 

En este sentido, lo primero que llama la atención es como el PGC (NECA 13) 
amplía, a sus exclusivos efectos, el concepto de empresa del grupo contenido 
en el art. 42 del CCom, incorporando a “las empresas (que) estén controladas 
por cualquier medio por una o varias personas físicas o jurídicas, que actúen 
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conjuntamente o se hallen bajo dirección única por acuerdos o cláusulas 
estatutarias”. De este modo, a efectos de presentación de información en las 
Cuentas Anuales individuales, el PGC se refiere al concepto de “grupo de 
coordinación u horizontal” que fue sustituido por el más limitado de “grupo de 
subordinación o vertical” del art. 42 del CCom por la Ley 16/2007, con efectos 
desde el 1 de enero de 20082. 

De conformidad con lo indicado en el PGC, el concepto de “empresa asociada” 
viene caracterizado por la existencia de una “influencia significativa” de una 
empresa (o sus empresas del grupo, sociedades o personas físicas 
dominantes) sobre otra, “por tener una participación en ella que, creando con 
ésta una vinculación duradera, esté destinada a contribuir a su actividad”. La 
“influencia significativa” se concreta en dos requisitos: 

“…. 

a) La empresa o una o varias empresas del grupo, incluidas las entidades o 
personas físicas dominantes, participan en la empresa, y 

b) Se tenga el poder de intervenir en las decisiones de política financiera y de 
explotación de la participada, sin llegar a tener el control…”. 

Como elementos indiciarios para evaluar la existencia de dicha “influencia 
significativa”, la NECA nº 13 indica que se debe ponderar la existencia de: 

c) Representación en el Consejo de Administración u órgano equivalente de 
dirección de la empresa participada; 

d) Participación en los procesos de fijación de políticas; 

e) Transacciones de importancia relativa con la participada; 

f) Intercambio de personal directivo; o 

g) Suministro de información técnica esencial. 

La norma contable establece una presunción iuris tantum que estima que existe 
“influencia significativa” cuando se alcanza el umbral del 20% en los derechos 
de voto de una entidad. 

Finalmente, el concepto de empresa multigrupo viene caracterizado por la 
existencia de cogestión o gestión conjunta “por la empresa o alguna o algunas 
de las empresas del grupo en caso de existir éste, incluidas las entidades o 

 
2 Como consecuencia de la reforma contable operada por la Ley 16/2007, desde 1 de enero de 2008 

cabe distinguir entre dos tipos de grupos: 

a) Grupos de subordinación (art. 42 del CCom), formado por la sociedad dominante y otra u otras 

sociedades dependientes controladas por la primera, así como las asociadas o multigrupo 

participadas, directa o indirectamente, por la sociedad dominante. 

 

b) Grupos de coordinación (art. 260 del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado 

por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio), integrado por las empresas controladas por 

cualquier medio por una o varias personas, físicas o jurídicas, que actúen conjuntamente o se 

hallen bajo dirección única por acuerdos o cláusulas estatutarias. 

 

El PGC considera empresas del grupo a las pertenecientes al grupo de coordinación, mientras que 

las Normas de Formulación de las Cuentas Anuales Consolidadas (NFCAC, aprobadas por el Real 

Decreto 1159/2010, de 17 de septiembre) y el art. 16.3 TRLIS hacen referencia a los grupos de 

subordinación, por referencia al art. 42 del CCom. 
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personas físicas dominantes, y uno o varios terceros ajenos al grupo de 
empresas”. 

Al igual que en la definición de empresas del grupo, el PGC amplía el concepto 
de empresas asociadas y multigrupo contenidas en el art. 42 del CCom, a 
efectos de la preparación de las Cuentas Anuales Consolidadas (“grupo de 
subordinación”), considerando no sólo las participaciones ostentadas a través 
de sociedades del grupo, sino también las poseídas por “personas físicas 
dominantes” (“grupo de coordinación”). Ello puede implicar que entidades 
excluidas del proceso de consolidación de cuentas del grupo, por estar 
participadas directamente por las personas físicas dominantes, tengan la 
consideración de empresas del grupo, asociadas o multigrupo a efectos del 
PGC, y por tanto de partes vinculadas, debiendo reportarse las transacciones 
realizadas con las mismas en la Memoria. 

Como conclusión, el marco contable se muestra más expansivo que el fiscal en 
el propósito de definir la existencia de vinculación, incorporando la analogía a 
través de conceptos como el poder de decisión, la influencia significativa o los 
instrumentos jurídicos de concertación de personas físicas o jurídicas para 
ejercer el control o la influencia en entidades aun sin alcanzar el umbral mínimo 
de participación (u otros de los supuestos de hecho establecidos) para 
considerarse entidades vinculadas. Dicha asimetría contable - fiscal obedece 
lógicamente al distinto fin de unas normas y otras: aquellas a dar certidumbre a 
los terceros, accionistas, financiadores y mercados financieros sobre la imagen 
fiel del patrimonio y los resultados. Éstas a la distribución de la carga tributaria, 
pero respetando parámetros de seguridad jurídica que impidan que la base 
imponible de los impuestos en los que la vinculación es relevante, 
especialmente el impuesto sobre sociedades, no se vean afectadas por 
conceptos jurídicos imprecisos. Debe recordarse que, en general, la analogía 
tiene una entrada restringida en el ámbito fiscal al no estar permitida su uso 
para la extensión del hecho imponible, las exenciones o las bonificaciones, 
razón por la cual debe alabarse el perímetro algo más reducido y, sobre todo 
más definido, de la vinculación en el ámbito fiscal, al amparo del artículo 18 de 
la Ley del Impuesto sobre Sociedades (tratado en otro capítulo de esta obra) al 
que la generalidad de las demás normas tributarias se remiten.  
 
2. EL CONCEPTO DE VALOR RAZONABLE 

2.1. VALOR RAZONABLE 

La aplicación del criterio de valor razonable descansa en la adopción por parte 
del PGC del principio de prevalencia del fondo económico sobre la forma 
jurídica, al que nos referiremos con detalle más tarde (art. 34.2 del CCom3, en 
la nueva redacción dada por la Ley 16/2007). Dicho principio viene recogido del 
mismo modo en el PGC que desarrolla reglamentariamente las normas 
contables del CCom. El punto primero del Marco Conceptual del PGC, relativo 
al reflejo de la imagen fiel de la empresa, señala: 

“La aplicación sistemática y regular de los requisitos, principios y criterios 
contables incluidos en los apartados siguientes deberá conducir a que las 

 
3  “Las cuentas anuales deben redactarse con claridad y mostrar la imagen fiel del patrimonio, de la situación 

financiera y de los resultados de la empresa, de conformidad con las disposiciones legales. A tal efecto, en la 

contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y no sólo a su forma jurídica” 



6 

 

cuentas anuales muestren la imagen fiel del patrimonio, de la situación 
financiera y de los resultados de la empresa. A tal efecto, en la 
contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y 
no sólo a su forma jurídica”. 

En el caso particular de las operaciones entre empresas del grupo, la Norma de 
Registro y Valoración (en adelante, NRV) 21ª dispone, en su apartado 1, con 
carácter general: 

“La presente norma será de aplicación a las operaciones realizadas entre 
empresas del mismo grupo, tal y como éstas quedan definidas en la norma 
13ª de elaboración de las cuentas anuales. 

Las operaciones entre empresas del mismo grupo, con independencia del 
grado de vinculación entre las empresas del grupo participantes, se 
contabilizarán de acuerdo con las normas generales. 

En consecuencia, con carácter general y sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado siguiente, los elementos objeto de la transacción se contabilizarán 
en el momento inicial por su valor razonable. En su caso, si el precio 
acordado en una operación difiriese de su valor razonable, la diferencia 
deberá registrarse atendiendo a la realidad económica de la operación. La 
valoración posterior se realizará de acuerdo con lo previsto en las 
correspondientes normas” (la cursiva es nuestra). 

En consecuencia, este precepto establece una norma de valoración contable 
específica para las operaciones entre empresas del grupo, que inicialmente se 
reflejarán por su valor razonable, y se registrarán las diferencias entre el valor 
convenido y el razonable conforme a su sustancia económica. El criterio 
contable, sin embargo, no será de aplicación al resto de partes vinculadas, 
incluyendo a las empresas asociadas y multigrupo, sin perjuicio de las 
obligaciones de información en la Memoria. 

No obstante, la voluntad de convergencia que manifiesta la Exposición de 
Motivos de la Ley 27/2014, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades4, con relación a la reforma del régimen de operaciones vinculadas, 
no puede desconocerse que las normas de valoración de las operaciones 
vinculadas a efectos contables y fiscales presentan una serie de asimetrías, 
tanto en su alcance como en su desarrollo. 

En cuanto al alcance subjetivo, ya hemos comentado anteriormente que la 
noción de parte vinculada de la norma contable presenta una serie de 
diferencias con el art. 18.3 de la LIS, lo cual es lógico, habida cuenta del 
distinto origen de ambos preceptos. Así, la norma contable, con origen en las 
NIIF, hace especial hincapié en la información relevante a entregar a los 
usuarios de la información financiera, mientras que la norma fiscal se nutre de 
la tradición tributaria española, donde la regulación de operaciones vinculadas 
tenía un carácter de norma antiabuso5. 

 
4 Así como el PGC se aprueba en 2007, la reforma de la legislación fiscal en materia de operaciones vinculadas se 

produjo a través de la modificación del texto del impuesto vigente mediante la Ley 36/2006, de medidas de 

prevención del fraude fiscal, para periodos impositivos iniciados después de su aprobación. 
5 En efecto, así fue históricamente, en particular en la Ley 61/1978, del Impuesto de Sociedades, dónde la corrección 

de la valoración contable (imperando el principio de precio de adquisición y el carácter prevalente del principio de 

prudencia) estaba reservada a la administración tributaria y siempre que de la valoración contable se derivase menor 

tributación o diferimiento. 
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A mayor abundamiento, la norma de valoración contable no se extiende a todas 
las personas vinculadas, sino al subconjunto formado por las empresas del 
grupo, dado que la norma de valoración fiscal tendrá potencialmente un 
alcance subjetivo mucho más amplio que la contable, extendiéndose a socios 
que no ostenten el control, administradores, parientes de los anteriores, y 
entidades con socios comunes, entre otros supuestos de asimetría. 

En los casos en que ambas normas resulten aplicables (empresas del grupo), 
su alcance material debería ofrecer resultados coincidentes. No obstante, tal y 
como se desarrolla en el apartado siguiente, aun cuando los conceptos de valor 
razonable y valor normal de mercado tienen una base conceptual común, su 
desarrollo práctico deriva en metodologías de valoración técnicamente 
diferentes, fundadas en enfoques diversos, y susceptibles de arrojar resultados 
no coincidentes. 

2.2. VALOR RAZONABLE Y VALOR NORMAL DE MERCADO 

El apartado 6.2 del Marco Conceptual del PGC define valor razonable como “el 
importe por el que puede ser intercambiado un activo o liquidado un pasivo, 
entre partes interesadas y debidamente informadas, que realicen una 
transacción en condiciones de independencia mutua”, definición que guarda 
una gran similitud con la contenida en el art. 18.1 de la LIS para el valor normal 
de mercado. 

A continuación, la norma contable instituye como fuente principal para calcular 
el valor razonable el denominado “valor fiable de mercado” o “precio cotizado 
en un mercado activo”, en el que se cumplan los siguientes requisitos: 

• Los bienes o servicios intercambiados en el mercado son homogéneos 
(comparabilidad). 

• Pueden encontrarse prácticamente en cualquier momento compradores o 
vendedores para un determinado bien o servicio (liquidez). 

• Los precios son conocidos y fácilmente accesibles para el público 
(transparencia). 

• Estos precios, además, reflejan transacciones de mercado reales, actuales 
y producidas con regularidad (profundidad de mercado). 

En principio, este criterio principal de selección del valor razonable presenta 
grandes similitudes con el precio libre comparable (PLC) recogido en el art. 
18.4.1º a) de la LIS, aunque también algunas diferencias: 

a) La norma contable es más exigente en las características de los productos 
intercambiados, no haciendo referencia a la posibilidad de realizar ajustes 
de comparabilidad a los precios cuando se detecten diferencias salvables o 
incluir productos “similares” en la comparación. 

b) La norma contable exige que los precios procedan de un mercado con altas 
dosis de liquidez y profundidad6. 

 
6 De hecho, la crisis financiera acontecida a partir de 2007-2008 reveló el problema de valoración de 

ciertos instrumentos financieros en los que la demanda cayó de forma muy significativa, de tal forma que 

se cuestionó que dicho mercado mantuviera la condición de activo para servir de referencia en la fijación 

de precios. En este sentido, ver documentos emitidos por el IASB (Measuring and disclosing the fair 
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c) Finalmente, la norma contable exige que los precios sean fácilmente 
accesibles para el público, condición que no exige la norma fiscal ni su guía 
interpretativa en las Directrices de Precios de Transferencia, que incluso 
permite la utilización de comparables internos. 

Como hemos comentado anteriormente, cuando no sea posible encontrar un 
valor fiable de mercado, la norma contable se remite a los modelos y técnicas 
de valoración. Se incluye el empleo de referencias a transacciones recientes en 
condiciones de independencia mutua entre partes interesadas y debidamente 
informadas y al valor razonable de otros activos que sean sustancialmente 
iguales, lo que permite relajar los requisitos anteriormente descritos hasta llegar 
al estándar de comparabilidad del método del PLC que describen las 
Directrices de Precios de Transferencia. 

La norma contable también incluye la aplicación de métodos de raíz financiera 
(descuento de flujos de efectivo futuros estimados y modelos generalmente 
utilizados para valorar opciones) para el cálculo de un valor razonable 
“construido” en base a unas hipótesis y asunciones que deberán ser 
adecuadamente reveladas en la memoria, para que el usuario final de la 
información financiera pueda hacerse su propio juicio sobre la validez de las 
hipótesis y, por tanto, de los resultados que de ellas se derivan. 

En una interpretación literal del art. 18.4 de la LIS, no parece contemplarse la 
posibilidad de aplicar a efectos fiscales metodologías de valoración distintas de 
las contempladas en dicha norma. Ello, no obstante, a las menciones al método 
de descuento de flujos de caja en el RIS y en las Directrices, o la posibilidad 
que estas últimas brindan a las multinacionales de aplicar otros métodos no 
prescritos. En este aspecto la normativa contable goza de una notable 
flexibilidad en comparación con la fiscal para el cálculo del valor normal de 
mercado. 

Posiblemente, como indicaba SANZ GADEA7, la propia fuerza de los hechos 
obligaba a la admisión de dichas técnicas de valoración, en una interpretación 
finalista de la norma tributaria, habida cuenta de las limitaciones de los 
métodos regulados para determinados tipos de transacciones (negocios, 
instrumentos de patrimonio, derivados financieros, intangibles, etc.). La 
redacción del Reglamento del Impuesto sobre Sociedades por el Real Decreto 
634/2015, de 10 de julio confirma esta tesis (16.2 del RIS).  

Otro punto de potencial asimetría resulta de la admisibilidad de los métodos 
fiscales basados en los márgenes brutos o netos (precio de reventa, coste 
incrementado, margen neto del conjunto de operaciones y distribución del 
resultado), como modelos o técnicas de valoración para determinar el valor 
razonable de las operaciones entre empresas del grupo. Ciertamente, la 
vigente normativa contable, tanto nacional como internacional, y sus previsibles 
desarrollos futuros, no contemplan expresamente estos métodos entre las 
técnicas de valoración. Algún autor8 considera que los métodos tradicionales, 
basados en el margen bruto de la transacción (precio de reventa y coste 
incrementado), tienen cabida en el concepto de métodos basados en 

 

value of financial instruments in markets that are no longer active, Octubre 2008) y el FASB (Press 

Release 2008-234; y FASB Staff Position (FSP) FAS 157-3).  
7 SANZ GADEA (2008). 
8 SANZ GADEA (2010). 
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transacciones recientes en condiciones de independencia mutua. Sin embargo, 
a dicho autor le ofrecen algunas dudas la inclusión de los métodos basados en 
el beneficio neto de las transacciones. Posiblemente, en este caso, la norma 
contable, más centrada en la valoración de activos fijos, unidades de 
generación de efectivo e instrumentos financieros, no ofrece la variedad de 
métodos que la norma fiscal para cuantificar transacciones corrientes de 
negocio (mercaderías, servicios, licencias de uso, etc.), para las cuales los 
métodos con enfoque financiero que inspiran las NIIF se presentan menos 
operativos que los métodos económicos recogidos en la tradición tributaria, 
orientadas en cambio a la integridad de la base imponible. 

Desde nuestro punto de vista, coincidimos con las dudas que se presentan con 
relación al margen neto del conjunto de operaciones, si bien el método de 
distribución de resultado puede resultar idóneo en la contabilización del valor 
razonable. En particular, allí donde las partes vinculadas hayan acordado el 
reparto del resultado conjunto de negocios u operaciones según una 
metodología de reparto de resultados netos, nada se opone a nuestro juicio a 
que los valores satisfechos sean los relevantes a efectos contables si superan 
las exigencias de comparabilidad de la normativa fiscal. 

Sin embargo, nuestra conclusión es bien distinta en el caso del margen neto 
del conjunto de operaciones (MNCO), siendo esta asimetría potencialmente 
relevante dada la generalidad de la aplicación de dicho método, una vez 
superada la subordinación relativa a los llamados métodos tradicionales desde 
la Ley 27/2014. Ciertamente, el objetivo del MNCO es diferente del valor 
razonable. 

El MNCO sirve al propósito directo de calcular el resultado económico, la base 
imponible en ausencia de ajustes, relativo a un conjunto de operaciones o 
transacciones, al decir de su denominación en inglés en las Directrices de 
precios de transferencia (Transactional Net Margin Method, TNMM). De este 
modo, las exigencias de comparabilidad se satisfacen en términos de resultado 
de explotación (Earnings Before Interest and Tax, EBIT), o bien del resultado 
de explotación previo a la deducción de amortizaciones y depreciaciones 
(Earnings Before Interest, Tax, Depreciation and Amortization, EBITDA). De 
este modo, exige la formulación de una cuenta de resultados específica para 
dicho conjunto de operaciones, incluyendo los gastos generales o de 
explotación. La diferencia con el valor razonable es patente, puesto que éste se 
dirige al reconocimiento de transacciones concretas sobre la base del principio 
de registro, esto es, asientos contables individuales. Así no parece posible que 
en el caso de aplicación por el contribuyente del método de margen neto los 
efectos verificadores respecto del valor normal de mercado alcanzaran también 
al valor razonable. La norma fiscal de operaciones vinculadas se configura, 
cada vez de manera más acusada, como un régimen especial. Buena prueba 
de ello es el nuevo artículo 18.14 que consagra a estos efectos el principio de 
estanqueidad valorativa. Sobre las diferencias entre el valor razonable, valor de 
mercado y la práctica de ajustes a aquél para llegar a éste volveremos en el 
apartado 4.3. 

A propósito de esta problemática no debemos dejar de señalar la importante 
Sentencia del Tribunal supremo de 21 de febrero de 2017, en la que la Sala III 
estima el recurso interpuesto contra la Sentencia de la Audiencia Nacional de 
16 de Julio de 2015. El motivo de casación atendido versa sobre la aplicación 
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del artículo 16 de la Ley 43/1995, que no admitía, precisamente, entre los 
métodos tasados que reconocía, el margen neto del conjunto de operaciones, 
razón por la que la Sala atiende el recurso y casa y anula la sentencia de 
instancia9. 

2.3. OTRAS TÉCNICAS DE VALORACIÓN 

El estrecho vínculo entre la norma fiscal española y la contabilidad ha hecho 
que algún autor10 y la Dirección General de Tributos11 se hayan planteado la 
validez de los métodos para la determinación del valor razonable a efectos 
contables en el marco de las operaciones vinculadas. 

El Instituto Internacional para el diseño de normas contables (International 
Accounting Standards Board, en adelante IASB) publicó el 12 de mayo de 2011 
el IFRS 13 Fair Value Measurement (Norma Internacional de Información 
Financiera, NIIF, nº 13), en vigor en virtud del Reglamento UE 1255/2012 de 11 
de diciembre. Esta norma recoge los principios para el cálculo del valor 
razonable. 

La NIIF 13 clasifica las técnicas de valoración según su enfoque: 

a) Enfoque de mercado: se refiere a técnicas de valoración que utilizan 
precios u otra información relevante derivada de transacciones de mercado 
de activos o pasivos idénticos o comparables, como puede ser el método 
de los multiplicadores precio/beneficio para valorar negocios. 

b) Enfoque de ingreso: se refiere a técnicas de valoración que descuentan los 
flujos o rendimientos de un activo en una cifra actualizada. Incluiría: 

1) Técnicas de valor actual, como puede ser el descuento de flujos 
libres de efectivo. 

2) Modelos de valoración de opciones, como la fórmula de Black-
Scholes-Merton o el modelo binomial, que calculan tanto el valor 
temporal como el intrínseco de las opciones. 

3) Métodos de exceso de rendimiento multiperiodo, que se utilizan 
para valorar ciertos activos intangibles. 

c) Enfoque de coste: se refiere a técnicas para calcular el coste de reposición 
del activo en cuestión. 

El RIS acoge desde su modificación expresamente estas metodologías en el 
18.2, referido a la información a detallar cuando no se “utilicen otros métodos y 
técnicas de valoración generalmente aceptados distintos de los señalados en 
las letras a) a e) del artículo 18.4 de la Ley del Impuesto”. 

También las Directrices de Precios de Transferencia hacen referencia a este 
tipo de métodos de descuento de flujos en varios apartados: 

 
9 Debe sin embargo mencionarse que la sentencia cuenta con un voto particular del Magistrado 

Manuel Vicente Garzón, que entiende que el recurso debió desestimarse y ser confirmado el 

acuerdo de liquidación, al entender que los métodos de valoración son normas procedimentales y 

no sustantivas, por lo que con su aplicación no se vulneró el principio de irretroactividad. 
10 SANZ GADEA (2008).  
11 DGT CV 0249-08, de 7 de febrero: “de aplicar correctamente la normativa contable, el resultado 

contable de las empresas afectadas por la operación incorporará los ingresos y gastos por el valor de 

mercado de la operación y, por tanto, dicho resultado cumpliría el criterio de valoración fiscal establecido 

en el citado art. 16 del TRLIS.” 
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• En relación con el método de distribución del resultado, el párrafo 2.123 
considera que podría evaluarse el reparto del beneficio residual “teniendo 
en cuenta el descuento de flujos de caja de las partes de las operaciones 
vinculadas durante la duración prevista de la actividad. Este método puede 
ser efectivo en los casos de inicio de actividad, cuando las previsiones de 
tesorería se efectúan en el marco de la viabilidad de un proyecto, y la 
inversión de capital y el volumen de ventas puedan estimarse con un nivel 
de certidumbre razonable”. 

• Y en relación con la valoración de operaciones con intangibles, el nuevo 
capítulo VI de las Directrices de la OCDE en virtud de los trabajos relativos 
a la Acción 8 del plan BEPS enfatiza la aplicación de dichas técnicas de 
valoración, basadas en los beneficios previsibles derivados del uso de 
intangible en cuestión, cuando éste sea muy específico y existan grandes 
dificultades para obtener comparables, de modo que existe un elevado 
grado de incertidumbre en el momento de la operación. A dicha materia se 
dedican especialmente los comentarios de la sección D.4 sobre intangibles 
de difícil valoración. 

 

3. EL PRINCIPIO DE SUSTANCIA SOBRE LA FORMA 

3.1. LA SUSTANCIA SOBRE LA FORMA EN LA NORMATIVA DE 
OPERACIONES VINCULADAS 

El art. 34.2 del CCom, en redacción dada por la Ley 16/2007, señala: 

“Las cuentas anuales deben redactarse con claridad y mostrar la imagen 
fiel del patrimonio, de la situación financiera y de los resultados de la 
empresa, de conformidad con las disposiciones legales. A tal efecto, en la 
contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad económica y 
no sólo a su forma jurídica”. 

El desarrollo reglamentario del CCom, el PGC, recoge este principio en el 
marco conceptual de la contabilidad y en la NRV 21, respecto de las diferencias 
que puedan surgir entre valor razonable y el precio efectivamente acordado en 
una operación. 

La incidencia del principio de sustancia sobre la forma en la configuración de la 
base imponible del Impuesto sobre Sociedades ha sido objeto de debate 
durante los últimos años desde la aprobación del PGC en 2007. En particular, 
en materia de operaciones vinculadas se han producido una serie de 
pronunciamientos jurisprudenciales12 que otorgan al principio de libre 
competencia13 efectos semejantes a los del principio de sustancia sobre la 
forma en el ámbito contable. 

 
12 Sentencias del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2012 y de la Audiencia Nacional de 21 de 

mayo de 2009. 

 
13 Artículo 9 del modelo de convenio para evitar la doble imposición y artículo18.1 de la Ley del 

Impuesto sobre Sociedades. El primero se expresa en los siguientes términos: 

“Cuando 

a) una empresa de un Estado contratante participe directa o indirectamente en la dirección, el control 

o el capital de una empresa del otro Estado contratante, o 
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Así, no es extraño el debate producido acerca de la convivencia del principio de 
sustancia sobre la forma en la configuración de la base imponible del impuesto 
sobre sociedades, la normativa de operaciones vinculadas y las medidas 
antiabuso de carácter general contenidas en la Ley General Tributaria. En 
particular, se ha puesto de manifiesto la posible contradicción entre el principio 
de sustancia sobre la forma y el artículo 13 de la Ley General Tributaria, 
relativo la calificación en el ámbito tributario y por el cual las obligaciones 
tributarias deben exigirse conforme a la naturaleza jurídica del hecho, acto o 
negocio, y con independencia de la forma que los interesados le hubieran 
dado. 

Estas páginas no pretenden lógicamente adentrarnos en dicho debate, sino 
preocuparnos por la interacción del principio de sustancia sobre la forma y las 
operaciones vinculadas. En cualquier caso, entendemos que la sustancia de la 
normativa mercantil y contable es la misma que la del artículo 13 de la Ley 
General Tributaria. Es decir, realidad económica y “naturaleza jurídica” son dos 
formas diferentes de expresar lo mismo14.  

La aplicación del principio de sustancia sobre la forma en el ámbito contable 
puede tener dos ámbitos de aplicación en operaciones entre empresas del 
grupo. Por una parte, cuando exista una divergencia entre fondo y forma y la 
contabilización deba responder al primero, en base al artículo 34.2 CCom. Por 
otro lado, cuando sin existir una divergencia entre fondo y forma el valor 
acordado por las partes difiera del valor razonable, en cuyo caso la diferencia 
deberá contabilizarse de acuerdo con la realidad económica nuevamente, esto 
es, conforme a la naturaleza jurídica del pago (o del defecto del mismo). Así lo 
dispone la Norma de Registro y Valoración 21ª. 

Al amparo del artículo 18 de la Ley 27/2014, la administración tributaria puede 
ignorar la forma en la que las partes han estructurado una operación, con 
independencia de su registro contable, según el alcance notablemente 
ampliado de dicho texto respecto de su predecesor, el artículo 16 del TRLIS en 
redacción dada por la Ley 36/2006. Especialmente destacable en relación con 
dicho propósito expansivo es el tenor literal del apartado 10, que no sólo se 
refiere a la corrección valorativa como antaño sino a la “corrección” que 
proceda en los términos que se hubieran acordado entre partes 
independientes. 

Dada la ausencia de mayor nitidez por parte de la LIS acerca de cómo realizar 
el análisis de los términos que se hubieran acordado entre terceros 
independientes, debemos acudir a las Directrices de la OCDE sobre precios de 
transferencia, que tienen naturaleza interpretativa del artículo 9 del modelo de 
convenio. 

 

b) unas mismas personas participen directa o indirectamente en la dirección, el control o el 

capital de una empresa de un Estado contratante y de una empresa del otro Estado contratante, 

y, en uno y otro caso, las dos empresas estén, en sus relaciones comerciales o financieras, unidas 

por condiciones aceptadas o impuestas que difieran de las que serían acordadas por empresas 

independientes, los beneficios que habrían sido obtenidos por una de las empresas de no existir 

dichas condiciones, y que de hecho no se han realizado a causa de las mismas, podrán incluirse en 

los beneficios de esa empresa y someterse a imposición en consecuencia”. 
14 Sentencia de la Audiencia Nacional de 3 de octubre de 1997.  
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Así, la posibilidad de que las Administraciones tributarias ignoren las 
operaciones realizadas, sustituyéndolas por otras, es consecuencia de los 
siguientes factores desencadenantes15: 

1. Cuando la forma de la operación y su esencia económica difieren. 

2. Cuando no difiriendo sustancia y forma, los acuerdos de las partes son, 
globalmente considerados, diferentes de los que empresas independientes 
habrían adoptado, cumpliéndose simultáneamente los dos siguientes 
requisitos: 

a. Actuación comercial racional (comercial rational behaviour). Las partes 
vinculadas, de acuerdo con sus opciones disponibles, se han apartado 
del comportamiento que terceros independientes habrían adoptado, 
que por tanto raramente habrían aceptado tales condiciones o pactos. 
Como puede verse, este requisito se liga muy directamente con el 
propósito empresarial de los acuerdos (business purpose, o con la 
simulación económica- economics ham anglosajona-). 

b. La estructura adoptada impide a la Administración tributaria la 
determinación del precio de transferencia. 

La teoría del disregard en las Directrices de Precios de Transferencia otorga 
consistencia conceptual al principio de libre competencia, pues permite, en 
circunstancias especiales, desvincular su aplicación de la comparabilidad de 
las operaciones según las haya estructurado el contribuyente. 

La modificación de las Directrices de Precios de Transferencia en su versión de 
22 de julio de 2010 incorporó un nuevo capítulo noveno que contiene cuatro 
secciones (Issues Note), destinándose el número 4 al reconocimiento de las 
transacciones llevadas a cabo. Dedica notables esfuerzos a aclarar el segundo 
de los supuestos anteriormente citados, y a sus dos requisitos, pero pone 
menor énfasis respecto al primero de los supuestos. 

Así, las Directrices tiñen al principio de libre competencia con notas de 
subjetividad: importa conocer cuál es la voluntad de las partes, por qué han 
alcanzado determinados acuerdos, y cuál es su propósito. Precisamente por 
ser ésta una anomalía en el principio de libre competencia, la OCDE ha 
juzgado necesario este análisis, en particular del segundo supuesto. 

En efecto, la revisión de las Directrices de la OCDE (2022)16 acentuó el 
carácter del principio de libre competencia como una norma de valoración 
objetiva, configurando las situaciones anteriores como excepcionales y 
debiendo la Administración motivar el recurso a ellas. Obsérvese que tal 
motivación no es precisa para el análisis de los precios de transferencia cuando 
la Administración se propone aplicar meras correcciones valorativas, dada la 
naturaleza de la previsión contenida en el artículo 18 como norma de 
valoración objetiva: las operaciones entre partes vinculadas se valoran por su 
valor de mercado sin que quepa prueba en contrario. 

 
15 Párrafos 1.64 y siguientes de las Directrices de la OCDE (2010), según redacción del capítulo 1 

anterior a la nueva redacción de este como resultado del Plan BEPS. 
16 https://www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/2022/01/oecd-transfer-pricing-guidelines-for-

multinational-enterprises-and-tax-administrations-2022_57104b3a/7063add0-es.pdf 

 

https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/2022/01/oecd-transfer-pricing-guidelines-for-multinational-enterprises-and-tax-administrations-2022_57104b3a/7063add0-es.pdf&g=M2ZhODg4ZjQyMGU1MDE4NQ==&h=MDE0ZTA5NTQ4NDY1M2E5Nzg1NzA1ZTA2ZmUzZjg2N2EzZDI2OWIyMGZlZjgwNjI0MjU4MjY5NTU0MDU2NzdiYg==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo3N2QxNWNlMjE5OGE5ZmUxMDQxYmRiMTMzY2M5ZmZmNTo3OnA6VA==
https://checkpoint.url-protection.com/v1/r02/url?o=https%3A//www.oecd.org/content/dam/oecd/es/publications/reports/2022/01/oecd-transfer-pricing-guidelines-for-multinational-enterprises-and-tax-administrations-2022_57104b3a/7063add0-es.pdf&g=M2ZhODg4ZjQyMGU1MDE4NQ==&h=MDE0ZTA5NTQ4NDY1M2E5Nzg1NzA1ZTA2ZmUzZjg2N2EzZDI2OWIyMGZlZjgwNjI0MjU4MjY5NTU0MDU2NzdiYg==&p=YzJlOmhhY2llbmRhOmM6bzo3N2QxNWNlMjE5OGE5ZmUxMDQxYmRiMTMzY2M5ZmZmNTo3OnA6VA==
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Sin embargo, cuando pretende rebasar su uso ordinario es preciso acreditar la 
necesidad de tal ejercicio en base a los presupuestos analizados. Así, al igual 
que en el caso de las medidas anti-abuso generales, no existe en el ámbito de 
las operaciones vinculadas mecanismo presuntivo que permita enervar la 
necesidad probatoria. La vinculación sólo permite a la Administración la 
corrección valorativa y, por supuesto, calificar el exceso o diferencia de valor 
(ajuste secundario), pero no permite, sin otro elemento que la vinculación, 
reconsiderar la operación en su conjunto. 

De este modo, la aplicación en el ámbito contable del principio de prevalencia 
del fondo sobre la forma es coincidente con el primero de los supuestos del 
disregard en materia de precios de transferencia, mientras que el segundo, la 
existencia de artificiosidad, ensancha las facultades de la Administración 
tributaria respecto de las del ámbito contable. En este último caso la normativa 
de precios de transferencia parece buscar la convergencia con los principios 
rectores del conflicto en la aplicación de la norma, por cuanto éste encierra de 
algún modo un análisis de tipicidad contractual (equiparabilidad de términos y 
condiciones contractuales) al margen de la valoración (precio) de las 
operaciones en sí mismas. 

En este sentido, es ilustrativa la Sentencia de la Audiencia Nacional ya citada 
de 21 de mayo de 2009, de la que extraemos el siguiente inciso: 

“La aplicación al caso del precepto en cuestión [el principio de libre 
concurrencia] no aparece supeditada, en contra de lo afirmado en la 
demanda, a la calificación de la operación de que se trate como “simulada” 
o “fraudulenta”. Si se constatara la ausencia de libre voluntad en el 
contribuyente, si puede afirmarse que la actividad en cuestión ha estado 
exclusivamente determinada por la vinculación entre las sociedades y si se 
infiere claramente –de los datos acreditados- que idéntica operación no 
habría sido efectuada por sociedades independientes, las autoridades 
fiscales competentes podrán efectuar los ajustes correspondientes y, entre 
ellos en lo que hace al caso, la anulación de cualquier efecto fiscal que 
pudiera derivarse de la operación de que se trate. 

Por otra parte, tampoco es una cuestión que dependa de la valoración a la 
que se refiere el recurrente cuando alude a la necesidad de acudir a los 
criterios del art. 16 de la Ley del Impuesto. Lo esencial no es tanto la 
determinación del importe de la operación o de la cuantía de la misma, sino 
la constatación fehaciente de que se ha realizado –o no- en condiciones 
ajenas a la libre competencia”. 

[…] 

“Es cierto que el uso del método comparativo no exige que se analicen 
‘operaciones concretas efectuadas por empresas independientes’ para 
determinar las diferencias con la realizada por la entidad demandante. Si 
ello fuera así, la aplicación del tantas veces citado art. 9 del Convenio sería 
prácticamente imposible, pues exigiría que el Estado competente 
‘encontrase’ operaciones realizadas en el mercado de naturaleza análoga, 
las analizara en su integridad y cotejara sus diferencias con la que ahora 
nos ocupa. Lo que el método comparativo exige es que, a tenor de las 
reglas de la experiencia y en los términos ordinarios de funcionamiento del 
mercado, pueda efectivamente constatarse –por los datos objetivos de que 
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se dispone- que una determinada actividad, por lo gravoso de sus 
consecuencias para una sociedad vinculada otra u otras, no hubiera sido 
realizada si no concurriera la mencionada vinculación.” 

De este modo, el principio de sustancia sobre la forma y su interpretación en el 
marco de la teoría del disregard en precios de transferencia exigen un juicio 
probatorio especial a la Administración tributaria, que rebasa las facultades 
ordinarias de mera interpretación calificación contable y fiscal en virtud de los 
artículos 10.3 y 131 de la LIS, no bastando un juicio de valor genérico acerca 
de la idoneidad subjetiva de las operaciones consideradas en el contexto del 
principio de libre concurrencia.  

Finalmente, los trabajos de la Acción 9 del plan BEPS han incluido en el 
capítulo 1 de las Directrices abundantes comentarios en torno a la asignación 
de riesgos y la delineación ajustada de la transacción, que impacta del 
siguiente modo en la facultad de ignorar la transacción (disregard), 
ensanchando los supuestos de previsible aplicación.  

Así, la aplicación de los principios relativos al análisis de comparabilidad cuenta 
ahora con un proceso de análisis previo consistente en la delineación ajustada 
de la transacción17, que pretende determinar la conformidad de la transacción 
declarada por el contribuyente y recogida contractualmente, en su caso, con la 
realidad de la misma, es decir, comprobar -como decíamos antes 
reproduciendo las Directrices (2010)- que la sustancia de la operación es 
conforme con su forma, ya sea esta última declarada en contratos entre las 
partes o simplemente deducida de la contabilidad y la documentación de 
precios de transferencia.  

Así los principios de delineación ajustada han convertido en innecesario este 
supuesto de “desconocimiento” de la operación puesto que la realización del 
análisis de comparabilidad exige que la Administración tributaria compruebe la 
conformidad de fondo y forma antes de proseguir18. 

El proceso de delineación ajustada de la transacción arranca con la realización 
de un análisis funcional detallado, que persigue no sólo esclarecer las 

 
17 Accurately delineation of the transation, párrafo 1.37 de las Directrices tras la revisión del informe 

“Aligning Transfer Pricing Outcomes with Value Creation”.  

 
18 El párrafo 1.64 de las Directrices en su versión de 2010, establecía: 

 

However, there are two particular circumstances in which it may, exceptionally, be both 

appropriate and legitimate for a tax administration to consider disregarding the structure adopted 

by a taxpayer in entering into acontrolled transaction. The first circumstance arises where the 

economic substance of a transaction differs from its form. In such a case the tax administration may 

disregard the parties’ characterisation of the transaction and re-characterise it in accordance with 

its substance. An example of this circumstance would be an investment in an associated enterprise in 

the form of interest-bearing debt when, at arm’s length, having regard to the economic 

circumstances of the borrowing company, the investment would not be expected to be structured in 

this way. In this case it might be appropriate for a tax administration to characterise the investment 

in accordance with its economic substance with the result that the loan may be treated as a 

subscription of capital. The second circumstance arises where, while the form and substance of the 

transaction are the same, the arrangements made in relation to the transaction, viewed in their 

totality, differ from those which would have been adopted by independent enterprises behaving in a 

commercially rational manner and the actual structure practically impedes the tax administration 

from determining an appropriate transfer price. 
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funciones de cada parte en la operación en cuestión, sino el funcionamiento del 
sector y las características económicamente relevantes de la misma, es decir, 
los factores claves que aseguran un buen resultado a las partes, al grupo en 
definitiva, en la realización de sus actividades. El proceso incluye, para cada 
una de las partes, determinar su propensión a realizar o aceptar los términos 
de la operación al margen de su pertenencia al grupo, esto es, comparar la 
operación en cuestión con otras opciones disponibles, en su caso.  

Seguidamente, se debe revisar la conformidad de los términos contractuales 
con las características económicamente relevantes. En caso de discrepancia, 
las conclusiones de éstas últimas deberán prevalecer. 

El análisis de riesgos ha recibido conveniente y detallado desarrollo en el 
nuevo capítulo 1, ahondando en las nociones de control y capacidad financiera 
y de gestión de los riesgos antes ya contenidas en el capítulo IX de las 
Directrices. El párrafo 1.72 realiza una categorización no exhaustiva de riesgos 
relevantes. 

La sección D.2 (párrafos 1.139 y siguientes) analiza el supuesto en que las 
transacciones pueden ignorarse o sustituirse por otras aún después del 
proceso de concordancia relativo a la delineación ajustada. Se trata de aquellos 
casos dónde se verifique una ausencia de racionalidad comercial, es decir, 
cuando los acuerdos alcanzados, siendo conforme sustancia y forma, difieran 
de los que racionalmente cabría esperar de terceros independientes en 
situaciones semejantes, tomando en consideración las opciones disponibles 
para cada una de ellas. 

Nuevamente resulta relevante el inciso sobre la capacidad de observar 
operaciones semejantes entre terceros que se contiene en el apartado 1.122. 
Al igual que en el párrafo 1.11 que antes reproducíamos, la imposibilidad de 
encontrar operaciones semejantes entre terceros no permite concluir que la 
operación vinculada carece de realidad comercial, aunque como un indicio 
conducente a tal conclusión se pueda interpretar. 

La jurisprudencia más reciente de la Audiencia Nacional, adaptando los 
argumentos a las características de cada caso, viene a confirmar el análisis 
apuntado. Por ejemplo, la Sentencia de 11 de octubre de 202219 analiza el caso 
de una sociedad española que participa en una reestructuración accionarial de 
las participaciones de un grupo, de matriz sueca, en Brasil. Concluye el 
Tribunal que los efectos de económicos de las sucesivas operaciones de 
compraventa de participaciones y préstamos no deben afecta a la base 
imponible en España del Impuesto sobre Sociedades, recalificando en virtud 
del artículo 13 de la Ley General Tributaria, las relaciones entre la sociedad 
española y la sueca como propias del mandato civil. Se apoya pues en 
doblemente en el artículo 9 del Convenio para Evitar la Doble Imposición entre 
España y Suecia (principio de libre concurrencia) y el citado 13 de la Ley 
General Tributaria que, como dice la Sala, debe acompañar a aquel para entre 
uno y otro se puedan desplegar los efectos propios de la regularización20.  

 
19 Id Cendoj 28079230022022100768 

20 Otras Sentencias anteriores, citadas, atribuían plenitud de efectos a la norma de convenio sin necesidad de 

asentarse su aplicación en la referencia o invocación de la norma doméstica procedente.  
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Este criterio, estableciendo la limitación intrínseca del artículo 18 LIS cuando lo 
que se pretenda sea no solo la valoración de las operaciones sino su 
recalificación lo fija con precisión la STS de 5 de noviembre de 202021. 

Asimismo, por el interés que tiene el análisis de las circunstancia de una 
financiación intragrupo empleando la fórmula del préstamo participativo, resulta 
llamativa la SAN de 20 de diciembre de 202322 en la que, en cambio, la sala 
estima el recurso contencioso administrativo al entender que las razones y 
pruebas aducidas por la administración (plazo de la financiación a 20 años, 
fórmula retributiva, posibilidad de prórroga por el prestatario) no conducen por 
sí mismas a negar la calificación de préstamo y adoptar la de fondos propios.  
 
4. REFLEJO CONTABLE DE LAS DIFERENCIAS DE VALORACIÓN 

FISCAL 

4.1. AJUSTE A VALOR RAZONABLE EN LA NORMATIVA CONTABLE. EL 
AJUSTE SECUNDARIO 

Como se ha comentado, la Ley 36/2006 introdujo el mandato general de que 
las operaciones vinculadas se reflejen a efectos fiscales por su valor normal de 
mercado, extendiendo lo que hasta la fecha era una potestad exclusiva de la 
Administración tributaria, limitada a los casos de menor tributación o 
diferimiento en España. 

En este sentido, la Exposición de Motivos de dicha norma afirma: 

“Por lo que afecta a la imposición directa, dicha reforma tiene dos objetivos. 
El primero referente a la valoración de estas operaciones según precios de 
mercado, por lo que de esta forma se enlaza con el criterio contable 
existente que resulta de aplicación en el registro en cuentas anuales 
individuales de las operaciones reguladas en el art. 16 del Texto Refundido 
de la Ley del Impuesto sobre Sociedades, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 4/2004, de 5 de marzo. En este sentido, el precio de adquisición 
por el cual han de registrarse contablemente estas operaciones debe 
corresponderse con el importe que sería acordado por personas o 
entidades independientes en condiciones de libre competencia, 
entendiendo por el mismo el valor de mercado, si existe un mercado 
representativo o, en su defecto, el derivado de aplicar determinados 
modelos y técnicas de general aceptación y en armonía con el principio de 
prudencia. 

En definitiva, el régimen fiscal de las operaciones vinculadas recoge el 
mismo criterio de valoración que el establecido en el ámbito contable. En 
tal sentido la Administración tributaria podría corregir dicho valor contable 
cuando determine que el valor normal de mercado difiere del acordado por 
las personas o entidades vinculadas, con regulación de las consecuencias 
fiscales de la posible diferencia entre ambos valores”. (La cursiva es 
nuestra). 

Antes de entrar en el tratamiento que la normativa de operaciones vinculadas 
ha otorgado al ajuste secundario, conviene reseñar, brevemente, la aplicación 

 
21 FJ 10. ROJ STS 3730/2020 
22 28079230022023100875 
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del marco contable a las diferencias de valoración en operaciones entre 
empresas del grupo. La NRV 21ª dispone que: 

“(…) En consecuencia, con carácter general, y sin perjuicio de lo dispuesto 
en el apartado siguiente, los elementos objeto de la transacción se 
contabilizarán en el momento inicial por su valor razonable. En su caso, si 
el precio acordado en una operación difiriese de su valor razonable, la 
diferencia deberá registrarse atendiendo a la realidad económica de la 
operación. La valoración posterior se realizará de acuerdo con lo previsto 
en las correspondientes normas.”23 

De lo anterior se infiere que el ajuste secundario, como aplicación del artículo 
18.11 de la LIS no sería preciso realizarlo a efectos fiscales, si se siguen las 
normas contables, ya que se registrarían contablemente y por su concepto 
correcto (dividendos, etc), las diferencias entre el precio acordado y el valor 
razonable. 

A estos efectos, es notoria la inclusión del supuesto de restitución (artículo 
18.11 LIS), por el que el ajuste secundario no tendrá efecto si se produce la 
devolución del exceso o satisfacción del defecto entre el valor razonable y el 
precio acordado. La restitución por tanto anula la necesidad del registro de la 
“diferencia”, tal y como dispone la NRV 21ª. Interesa anotar que la restitución a 
efectos fiscales puede producirse a instancias de un ajuste primario realizado 
por la Inspección, esto es, con carácter posterior a la contabilización de la 
operación y autoliquidación del impuesto. De este modo se pueden plantear las 
siguientes diferencias: 

- Si la contabilización se hizo por el precio acordado, y no por el valor 
razonable, a salvo de lo que indicamos en el apartado siguiente, la 
regularización inspectora determinará un ajuste primario y un ajuste 
secundario, salvo que el contribuyente opte por la restitución de la 
diferencia. El efecto fiscal se registra como cualquier otro impacto derivado 
de la regularización, en función de la conformidad o disconformidad del 
contribuyente y la evaluación prospectiva de los recursos y reclamaciones.  

- Si la contabilización se hizo por el valor razonable y no por el precio 
acordado, respecto de la contabilización de la diferencia entre valor 
razonable y valor acordado, el ICAC, en varias contestaciones a consultas 
formuladas en los primeros meses de entrada en vigor del nuevo PGC, ha 
aclarado que: 

o Los desplazamientos patrimoniales derivados de operaciones entre 
empresas del grupo realizadas a un precio distinto de su valor 
razonable darán lugar a distribuciones de dividendos o devoluciones de 
aportaciones, si la beneficiada es la matriz, o aportaciones del socio a 
los fondos propios de la filial, en caso contrario. 

o Lo anterior será aplicable, únicamente, por el porcentaje de 
participación del socio en la filial. El importe correspondiente a la 
participación de otros socios dará lugar al registro del ingreso y gasto 
correspondiente en cada una de las partes vinculadas. 

 
23 NRV 21ª. Apartado 1º, párrafo 3. Plan General de Contabilidad. 
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o En el caso de operaciones vinculadas entre empresas del grupo 
que no tengan una participación directa, el desplazamiento patrimonial 
dará lugar a una cadena de dividendos/devoluciones de aportaciones 
hasta el socio común de ambas entidades, y aportaciones a los fondos 
propios hasta la sociedad receptora del desplazamiento patrimonial. 

En estos casos la propia contabilización por el valor razonable convierte en 
innecesaria la regularización inspectora por aplicación del artículo 10.3 de la 
LIS. A continuación, ilustraremos estos criterios con los ejemplos contenidos en 
las contestaciones del ICAC: 

 

Ejemplo 1 (Consulta 7/BOICAC 75/Septiembre/2008) 

Una sociedad matriz entrega gratuitamente acciones propias a los empleados 
de sus filiales, sin repercutir el coste a las mismas. 

- La matriz debe reconocer un mayor coste de la participación por el valor 
razonable de las acciones entregadas a los empleados. 

- La filial debe reconocer el gasto de personal por la entrega de las acciones, 
y una aportación de su matriz a los fondos propios, como pago del mismo.  

- Lo anterior se aplicará, cuando la aportación se corresponda con la 
participación efectiva de la matriz en la filial. En caso de socios minoritarios, 
se reconocerá el ingreso y gasto correspondiente a su porcentaje. 

 

Ejemplo 2 (Consulta 4/BOICAC 79/Septiembre/2009) 

Sea el siguiente grupo de sociedades, en el que dos filiales mantienen una 
deuda entre ellas: 

 

 

 

 

 

 

 

X acuerda condonar dicha deuda intragrupo con Y, por lo que existe un 
desplazamiento patrimonial de X a favor de Y. El ICAC considera que el 
tratamiento de esta condonación debe ser el siguiente: 
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Y, por tanto, el registro contable de esta operación, en cada una de las 
entidades, sería el siguiente: 

 

 

 

Ejemplo 3 (Consulta 5/BOICAC 79/Septiembre/2009) 

Los socios (personas jurídicas) de una Sociedad X, ante las dificultades 
financieras que atraviesa su participada, adquieren a una entidad financiera el 
crédito que en su día esta última otorgó a la mercantil. El precio de adquisición 
incorpora un descuento respecto al principal adeudado por la sociedad X. 
Dicha adquisición se realiza con el propósito de proceder a la cancelación de la 
deuda que se pretende hacer efectiva en virtud de alguna de las siguientes 
alternativas, cuyo tratamiento contable es objeto de consulta: la condonación 
de la deuda adquirida, una ampliación de capital por compensación de créditos, 
o una combinación de ambas. 

El resultado de la aplicación de las normas de valoración citadas resulta en dar 
idéntico tratamiento contable a las operaciones con idénticos resultados 
económicos, a pesar de la distinta formulación mercantil. 

No obstante, llama la atención que el ICAC indica que el crédito aportado se 
debe valorar por su valor razonable (valor de mercado), siendo la diferencia 
respecto al nominal una ganancia o pérdida para la entidad deudora (en este 
caso la filial). 
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Ejemplo 4 (Consulta 6/BOICAC 79/Septiembre/2009) 

Una matriz concede a su filial un préstamo sin intereses: 

 

El ICAC considera que la diferencia entre el valor razonable a la fecha de 
concesión y el nominal desembolsado constituye una aportación del socio a los 
fondos propios de la filial, con lo que la concesión del préstamo gratuito se 
registrará del siguiente modo: 

 

 

 

4.2. OTRAS CONSULTAS DEL INSTITUTO DE CONTABILIDAD Y 
AUDITORÍA DE CUENTAS. 

a) BOICAC núm. 89, consulta num.4.  

La consulta versa sobre el tratamiento contable de una ampliación de capital 
por compensación de créditos cuando al variar las circunstancias del mercado, 
el valor en libros del préstamo, contabilizado por la sociedad prestamista y 
prestataria aplicando el criterio del coste amortizado, es significativamente 
superior a su valor razonable. Se plantean varias cuestiones sobre las que el 
ICAC realiza las siguientes precisiones: 

 - La prestataria reconocerá un incremento de sus fondos propios por el valor 
razonable de la deuda que se da de baja, y contabilizará un ingreso en la 
cuenta de pérdidas y ganancias.  

- La sociedad prestamista registrará los instrumentos de patrimonio recibidos 
por el valor razonable de la contrapartida entregada y, en su caso, 
reconocerá la correspondiente pérdida, salvo que el deterioro de valor del 
activo ya se hubiera contabilizado en la sociedad aportante en aplicación 
del criterio del coste amortizado.  
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- En el supuesto de préstamos participativos o si las sociedades que 
intervienen en la operación son empresas del grupo, los criterios 
anteriormente expuestos no varían. 

b) BOICAC núm. 96, consulta 2.  

Sobre el tratamiento contable de la condonación de un crédito concedido por 
una sociedad dependiente, al cien por cien, a la sociedad dominante y su 
calificación en la sociedad dominante como ingreso o como recuperación de la 
inversión, el ICAC establece lo siguiente: para determinar si la condonación del 
crédito tiene como realidad económica de fondo la distribución de resultado o 
bien la recuperación de la inversión, es preciso determinar si en el momento de 
la condonación del crédito existían reservas procedentes de beneficios no 
distribuidos por importe superior al valor del crédito ya que, en la medida en 
que dichas reservas existan, cualquier operación de reparto de reservas se 
calificará como de "distribución de beneficios", originando un resultado en el 
socio, siempre y cuando, desde la fecha de adquisición, la participada haya 
generado beneficios por un importe superior a los fondos propios que se 
distribuyen, al margen de cuál sea el origen de las reservas que la sociedad 
dependiente emplea para tal fin. 

c) BOICAC núm. 140, consulta 2.  

El caso analizado se refiere a la cesión sin contraprestación de un inmueble por 
parte de una sociedad filial a favor de su sociedad matriz. El Instituto señala 
que “el registro contable de las operaciones debe realizarse atendiendo al 
fondo económico y jurídico que subyace en las mismas, con independencia de 
la forma empleada para instrumentarlas, una vez analizados en su conjunto 
todos los antecedentes y circunstancias de aquellas, cuya valoración es 
responsabilidad de los administradores y, en su caso, de los auditores de la 
sociedad”. Recuerda que el artículo 34.2 del Código de Comercio establece 
que en la contabilización de las operaciones se atenderá a su realidad 
económica y no sólo a su forma jurídica. 

A salvo de evidencia que acredite una causa distinta a una operación de 
distribución al socio, se presume que la consignación por valor razonable 
origina una cuenta a cobrar a favor de la filiar que es objeto de condonación 
cuyo registro se producirá en la fecha de inicio del arrendamiento sin 
contraprestación y con cargo a reservas por un importe equivalente a su valor 
razonable; con abono a cuentas de ajustes de periodificación a corto y largo 
plazo atendiendo a las fechas en las que tenga lugar el reconocimiento de los 
ingresos por arrendamiento.  

Desde la perspectiva de la sociedad dominante la condonación del importe a 
pagar en virtud del arrendamiento se registrará, por simetría por su valor 
razonable, como una operación de distribución de dividendos o recuperación 
de la inversión. 

4.3. EL AJUSTE COMPENSATORIO 

En el glosario de términos que acompaña a las Directrices de Precios de 
Transferencia se define el denominado ajuste compensatorio como: “Ajuste en 
el cual el contribuyente declara un precio de transferencia a efectos tributarios 
que, según él, corresponde a un precio de plena competencia en el marco de 
una operación vinculada, aunque dicho precio difiera del importe realmente 
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cargado entre las empresas asociadas. Este ajuste tendría lugar antes de la 
presentación de la declaración”24. 

El cambio de enfoque del art. 16 del TRLIS (anterior a la aprobación de la Ley 
27/2014) tras la modificación efectuada por la Ley 36/2006 transformó lo que 
era una potestad valorativa en manos de la Administración tributaria en una 
obligación general que incumbe, en primer término, al contribuyente. La Ley 
27/2014 vigente continúa por la misma senda. 

Ello ha suscitado entre la doctrina científica y la práctica tributaria la polémica 
de si la nueva norma habilita al contribuyente a realizar en su autoliquidación 
del impuesto los ajustes pertinentes para corregir el valor consignado en su 
contabilidad en las operaciones fiscalmente vinculadas mediante la práctica de 
ajustes extracontables en aquélla. El literal del actual artículo 18 LIS no deja 
lugar a dudas: el contribuyente debe reflejar el valor normal de mercado en sus 
operaciones vinculadas. Otra cuestión es si esa valoración a mercado debe 
mostrarse a través de ajustes extracontables en la declaración, o si incumbe 
que la misma se produzca en la contabilidad oficial del contribuyente. 

En efecto, la mayoría de las transacciones vinculadas (o al menos aquéllas con 
mayor relevancia cuantitativa) se producirán en el seno de grupos de 
sociedades, en los que concurrirán la regla contable de “valor razonable” y la 
tributaria de “valor normal de mercado”. 

La autonomía entre contabilidad y fiscalidad ha derivado en una diversidad en 
los métodos de valoración admisibles para el cálculo del “valor razonable” y del 
“valor normal de mercado”, respectivamente. Tampoco se puede olvidar, como 
recuerda SANZ GADEA (2010), que los conceptos de “valor razonable” y “valor 
normal de mercado” tienen un origen común (la noción de fair market value), 
una definición conceptual similar y una finalidad análoga (que las transacciones 
se valoren como lo hubieran realizado partes independientes en condiciones de 
libre competencia). Es cierto que el desarrollo técnico de dicho principio común 
ha tomado caminos diversos en la normativa contable y fiscal, como hemos 
tenido oportunidad de comentar. Pero no es menos cierto que la aplicación de 
los métodos de valoración, tanto en el ámbito contable como el tributario, están 
sujetos al cumplimiento de su finalidad, que es alcanzar una valoración (o 
rango de valores) que reflejen condiciones de mercado. En este sentido, la 
divergencia en los resultados obtenidos de las metodologías de valoración 
contablemente admisibles y las prescritas por la normativa tributaria no debería 
conducir automáticamente a la práctica de un ajuste extracontable, sin una 
previa reflexión y revisión acerca de los criterios de selección de los métodos 
de valoración, las fuentes de información seleccionadas y los criterios técnicos 
para la aplicación de las metodologías. 

La asimetría en el alcance subjetivo de las normas de valoración de 
operaciones vinculadas a efectos fiscales y su equivalente contable son otro 
supuesto que podría originar ajustes compensatorios en las autoliquidaciones 
de los contribuyentes. En efecto, la norma fiscal atrae bajo su alcance a una 
gran cantidad de supuestos de vinculación, a los que obliga a aplicar el valor 
normal de mercado en sus transacciones, mientras que la norma contable, en 
principio, limita esta obligación a las operaciones intragrupo. Por tanto, cabría 

 
24 Página 17de las Directrices de Precios de Transferencia, OCDE. 
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practicar un ajuste extracontable por la diferencia entre el valor normal de 
mercado, calculado conforme a los métodos de precios de transferencia 
previstos en el art. 18.4 de la LIS, y el valor acordado por las partes, en estos 
supuestos de asimetría subjetiva. 

Finalmente, se argumenta la posibilidad de que el contribuyente haya aplicado 
incorrectamente la normativa contable, bien por insuficiencia de información en 
el momento de determinar el valor a contabilizar, bien por el registro incorrecto 
de la transacción por un valor distinto del razonable, y notando tal “error 
contable” en el momento de presentar su autoliquidación, pretenda corregir 
dicha situación, a efectos tributarios mediante un ajuste compensatorio en la 
declaración. En la medida en que la contabilidad de las empresas no es 
inamovible, la Norma de Registro y Valoración nº 22 permite la subsanación de 
errores en la contabilidad, incluso una vez presentada en el Registro Mercantil. 
Por ello, entendemos que el ajuste compensatorio procedería ser realizado en 
sede contable. Lo contrario sería bendecir una anomalía contable, con las 
implicaciones mercantiles que de ello pudieran eventualmente derivarse. 

Con las consideraciones anteriores, en principio el ajuste compensatorio a 
realizar por el contribuyente en su autoliquidación debiera quedar confinado a 
un reducido número de supuestos que no puedan tener solución mediante la 
conciliación de la norma contable y tributaria. En estos supuestos, el ajuste 
extracontable no sólo debería ser posible, sino de obligado cumplimiento por 
parte del contribuyente, sobre el cual recaerá la carga de la prueba25.  

Dicha interpretación restrictiva, sostenida además por la Dirección General de 
Tributos, ha sido hasta la fecha mayoritariamente aceptada, y se asienta en los 
siguientes pilares fundamentales. 

En primer lugar, la necesaria simetría valorativa entre las dos partes 
intervinientes en una operación. El principio de integridad de la base imponible 
encuentra su raíz en la naturaleza contable de ésta (ex art. 10.3 LIS) y en la 
necesaria concordancia de ingresos en una parte y de gastos en la otra. Dicho 
de otro modo, es el mismo principio latente en el ajuste correlativo o bilateral, 
ajuste 18.10 LIS, esto es que como consecuencia de la corrección valorativa no 
sea gravada una renta mayor a la efectivamente obtenida. El mismo argumento 
se proyecta en sentido contrario, esto es, a los efectos de evitar la 
desimposición. 

En segundo lugar, el principio de inscripción contable, que condiciona la 
deducción de gastos a su imputación contable previa, en virtud del artículo 11.3 
de la LIS. Complementado por el artículo 131 LIS, que reserva exclusivamente 
a la AEAT la facultad de valorar la adecuación del resultado contable a la 
normativa mercantil. 

Así expuesto, se deduce de la LIS una marcada preferencia por evitar el ajuste 
compensatorio o extracontable, a pesar de que no existe ningún precepto que 
lo prohíba en la propia LIS. Existen sin embargo tres preceptos en la LIS que 
parecen habilitar el ajuste compensatorio. 

En primer lugar, el propio tenor del artículo 18 LIS, que como norma de 
valoración objetiva impone un estándar valorativo que debe ser aplicable, ya 

 
25 Art. 105.1 LGT: “En los procedimientos de aplicación de los tributos quien haga valer su derecho 

deberá probar los hechos constitutivos del mismo.” 
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coincida o ya diverja del contable. Así las cosas, no es conforme con la LIS 
declarar un valor distinto del mercado, aunque sea el registrado por la 
contabilidad, ya exista o no error contable. El art. 18.1 LIS es una norma 
imperativa y no puede esquivarse su cumplimiento sobre la base de defectos 
contables. 

En segundo lugar, la tipificación como sanción de la conducta consistente en 
declarar un valor en el impuesto sobre sociedades diferente del que se deduce 
de la documentación de operaciones vinculadas, según lo dispuesto en el 
artículo 18.13, 2º, (ii). 

Finalmente, el inciso introducido en el marco procedimental del procedimiento 
de comprobación en el artículo 18.12, 3º. Mientras que el llamado ajuste 
correlativo antes se reservaba en exclusiva a la Administración tributaria, dicho 
precepto contempla ahora expresamente la posibilidad de su práctica por el 
obligado tributario afectado (la otra parte vinculada), de modo que cabe por 
tanto que en caso de ajuste por la administración, la otra parte vinculada una 
vez que el ajuste sea firme, consigne en su propia declaración (sin necesidad 
de contabilización) la corrección valorativa correspondiente de signo contrario. 
En el mismo sentido se expresa el 19.3 del RIS. 

En el marco anterior, tanto el apartado 16.9 3ª del TRLIS, como el 21.4 del RIS 
(en redacción dada por Real Decreto 1793/2008), reservaban a la 
Administración tributaria la práctica del ajuste bilateral en la otra parte 
vinculada, disponiendo el contribuyente de mecanismos de protección -
extraordinarios- para la tutela de su derecho en caso de inactividad 
administrativa, como son los procedimientos de devolución de ingresos 
indebidos y el procedimiento amistoso previsto en los Convenios para evitar la 
doble imposición. 

A nuestro juicio, la regulación positiva del régimen de operaciones vinculadas 
en el Impuesto sobre Sociedades es consciente de la existencia de situaciones 
que aconsejan la realización de ajustes compensatorios o extracontables. Sin 
perjuicio de la necesaria convergencia con el valor razonable y los valores 
contables, no parece que el contribuyente pueda ampararse en el defecto de 
contabilización para justificar la procedencia de una declaración tributaria que 
no incluya el valor normal de mercado. Desde este punto de vista, cabe 
argumentar que el régimen de operaciones vinculadas se configura como un 
régimen especial. 

Sin embargo, el origen del principio de plena concurrencia es servir de 
complemento en los convenios para evitar la doble imposición al principio de 
gravamen exclusivo en residencia de la renta empresarial. Tiene, en este 
sentido, un innegable propósito dirigido al reparto de la soberanía tributaria. Por 
ello, sea cual sea el estándar contable, parece contrario al propio principio de 
plena concurrencia que la valoración objetiva a precios de mercado pueda 
conducir a situaciones asimétricas en las declaraciones de los obligados 
tributarios concernidos, generando así doble imposición o desimposición.  

El apego al valor contable es la mejor garantía de simetría, y por tanto de 
consistencia en el propio sistema tributario. No debe olvidarse a estos efectos 
la atención que concita en estos días el programa Base Erosion and Profit 
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Shifting de la OCDE, así como el programa de la Comisión UE26, destinados 
asimismo a velar por dicha consistencia tributaria, entre otros pilares.  

No parece pues procedente que la práctica de ajustes extracontables pueda 
ser recurrente por parte de los contribuyentes bajo el argumento del carácter 
imperativo del artículo 18.1 LIS y las asimetrías subjetivas y metodológicas. La 
realización de tales ajustes extracontables debe ser desde luego posible, 
justificada por el contribuyente como recurso excepcional y sobre todo 
garantizando la necesaria simetría en la declaración tributaria de la otra parte 
vinculada.   

En ausencia de tal simetría tendrían carta de naturaleza, al menos 
conceptualmente, la doble imposición y la desimposición. Las Directrices de 
Precios de Transferencia en su capítulo V distinguen entre los procedimientos 
de determinación de los precios de transferencia y los procedimientos de 
verificación a posteriori. Los primeros, reservados al contribuyente, requieren la 
preparación de documentación de soporte acerca de la fijación de los precios 
entre entidades vinculadas, de manera proporcional a la importancia de las 
operaciones. A pesar de que las Directrices se centran en las repercusiones 
fiscales de los precios de transferencia, es innegable que la convergencia 
conceptual entre valor razonable y valor normal de mercado provocará que la 
documentación que el contribuyente prepare ex-ante relativa a sus precios de 
transferencia sea también eficaz a efectos contables.  

Así, un ejercicio prudente (apartado 5.4 de las Directrices) de fijación de los 
precios de transferencia debe conducir a la convergencia valorativa. Por otro 
lado, las diferencias de valoración extracontables tendrán repercusiones a buen 
seguro. En el marco actual de la LIS, un ajuste extracontable por una diferencia 
de valoración exige valorar el mecanismo de restitución, o en otro caso calificar 
la diferencia con arreglo a su naturaleza jurídica (ajuste secundario: dividendo o 
aportación de capital). Si se opta por la restitución, la convergencia fiscalidad-
contabilidad se restablece. En caso contrario, la diferencia de calificación 
provoca consecuencias tributarias en la calificación de la renta.  

Por ejemplo, supongamos dos entidades en las que la operación vinculada es 
un préstamo, siendo el acreedor dueño del 100% del capital del deudor. Si el 
tipo de interés convenido es inferior al de mercado, un ajuste negativo al 
resultado contable del deudor debiera acompañarse de un ajuste al resultado 
contable del acreedor de signo contrario (positivo) en la declaración de éste. De 
no ser así, el interés no satisfecho por el deudor cuya deducibilidad fiscal se 
pretende no tendría la consideración de renta en la declaración del acreedor27. 
La asimetría valorativa devendría en una asimetría de calificación tributaria. El 
mismo hecho, un desplazamiento patrimonial en favor del deudor (entidad filial 
del acreedor) originado por un tipo de interés inferior al de mercado, tendría 
diferente naturaleza en las declaraciones de ambas entidades.  

 
26 COMMUNICATION FROM THE COMMISSION TO THE EUROPEAN PARLIAMENT AND 

THE COUNCIL A Fair and Efficient Corporate Tax System in the European Union: 5 key areas for 

Action. COM(2015) 302 final. 17 de junio de 2015. 
27 En clave de ajuste secundario, debiera considerarse que implícitamente el acreedor (matriz) ha 

considerado el interés no percibido simplemente como aportación a los fondos propios del deudor, 

incrementando su coste de cartera teórico, pero no como renta. Es decir, el deudor realiza el ajuste 

primario y el acreedor sólo el secundario. 
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Debe llamarse la atención acerca del nuevo artículo 15 j) de la LIS, por cuanto 
niega la deducibilidad a los gastos de operaciones con entidades vinculadas 
que por diferencias de calificación no tributen en sede de la otra entidad.  

De todo lo anterior, se deduce que la situación en que el propio contribuyente 
modifique los valores consignados en su contabilidad a los solos efectos de sus 
declaraciones fiscales debe ser notoriamente extraordinaria, cuando su origen 
último sean anomalías contables. En caso de producirse, debe reclamarse una 
plena simetría valorativa en las partes vinculadas. La simetría valorativa es 
garantía para el contribuyente cuando es la administración quien practica el 
ajuste (bajo la forma de ajuste correlativo). La ruptura de tal simetría o 
bilateralidad debe rechazarse puesto que no encaja con el espíritu y finalidad 
del artículo 18 LIS (véase, a estos efectos, la exposición de motivos de la Ley 
36/2006). Al margen de dogmatismos estériles, es cierto que la identidad 
contabilidad – fiscalidad se convierte en la mejor garantía de justicia tributaria, 
siendo conveniente un mandato expreso de la LIS en este sentido. 
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